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Provincia de Buenos Aires

Honorable Cámara de Diputados
PROYECTO DE DECLARACION
La  Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires;
Declara:

Atento encontrarse vencido el plazo prescripto por el artículo 146° de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, se vería con agrado que el Poder Ejecutivo Provincial, en oportunidad del nombramiento del Fiscal de Estado con arreglo a lo establecido en el artículo 144° inc. 1 de la carta magna provincial, priorice los principios allí contenidos de solvencia moral, de idoneidad y respecto por las instituciones democráticas y los derechos humanos del funcionario electo.  

FUNDAMENTOS:
Señor Presidente:
El presente proyecto de declaración tiene como finalidad, como ya adelantamos en la parte dispositiva, que el Poder Ejecutivo Provincial en oportunidad de proceder al nombramiento del Fiscal de Estado con arreglo al artículo 144° inc. 1 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, priorice la aplicación de los principios allí contenidos de solvencia moral, de idoneidad y respecto por las instituciones democráticas y los derechos humanos del funcionario electo.  
INDEPENDENCIA En ese sentido subordinación PARTIDARIA plasmada en el acatamiento  por parte del  Fiscal de Estado, a un parámetro idiologicoo de actuación fijado por el controlado, poco contribuye a preservar la preciada independencia funcional que el sistema republicano de gobierno  propugna en su manda constitucional nacional.

La actual Constitución de la Provincia de Buenos Aires contempla en su artículo 155 la existencia de un funcionario que denomina "Fiscal de Estado", al cual instituye como defensor de los intereses patrimoniales del Estado Provincial. Dicha norma dispone: "Habrá un Fiscal de Estado inamovible, encargado de defender el patrimonio del Fisco, que será parte legítima en los juicios contencioso-administrativos y en todos aquellos en que se controviertan intereses del Estado...".

Estas competencias que el ordenamiento jurídico le asigna ponen de relieve la especial significación institucional de este funcionario. En efecto, se trata del órgano constitucional encargado de la defensa judicial de la Provincia de Buenos Aires y del control de legalidad de los actos administrativos.

Sin embargo, el aspecto más relevante de este institución no aparece expresamente consignado en el texto de la Constitución. En efecto, el Fiscal de Estado bonaerense, además de asumir el rol de representante natural de la Provincia en las causas judiciales en que ella es parte, está habilitado para deducir demanda ante la Suprema Corte local a efectos de impugnar los actos emanados del propio Poder Ejecutivo o de otros órganos administrativos con competencia para dictar decisiones de carácter “definitivo” (en los términos de los artículos 1° y 28 inc. 1° del Cód. de Procedimiento de lo Contencioso-administrativo). Esta atribución singular que le otorga el ordenamiento jurídico bonaerense sirve para poner de resalto la especial significación institucional que tiene dicho funcionario de la Constitución y ya nos advierte que él no es un mero asesor del poder administrador ni un simple procurador judicial de la Provincia. sus facultades exceden en mucho a las indicadas precedentemente, a punto tal que corresponde entender que el Fiscal de Estado ejerce un verdadero control de legalidad de los actos administrativos, velando para que estos últimos no se dicten en contradicción con las normas jurídicas vigentes en la Provincia
. En ese orden de ideas, se ha sostenido con todo acierto que estamos en presencia de una institución vinculada estrechamente al principio de contralor recíproco de los poderes.

En suma, puede afirmarse que nos encontramos frente a una institución esencial en el sistema de tutela de los intereses estatales y de control del regular funcionamiento de la actividad administrativa.
la figura de la Fiscalía de Estado ha sido instalada en su sección cuarta, atingente a los organismos de contralor y es en ese marco donde fue dado el debate por el constituyente fueguino. Ese posicionamiento no es menor pues sin dudas existió en el espíritu del convencional el preservar a los órganos de control de la interferencia de los restantes poderes del estado, en especial del Ejecutivo, pues  sin perjuicio de representar a la Provincia en la defensa de sus intereses, también se le confirió la potestad de contralor de los actos de gobierno en orden a su legalidad y legitimidad.
REQUISITOS Nos encontramos, pues, frente a una magistratura que ha sido instituida en la Constitución de la Provincia con las siguientes características: inamovilidad vitalicia de su titular, quien sólo puede ser removido mediante el procedimiento de juicio político reglado en ese mismo estatuto fundamental; requisitos para el desempeño del cargo iguales a los exigidos a los miembros de la Suprema Corte de Justicia local; y funciones de defensa del patrimonio fiscal, con el carácter de parte legítima en todos los juicios en que se controvierten los intereses del Estado provincial.

Para García, “pensar este cargo en términos de pertenencia partidaria, de oficialismo u oposición, y no de probidad, idoneidad e independencia de criterio del candidato a ocuparlo, nos coloca frente a una paradoja. Se trata de un funcionario que goza de inamovilidad para el desempeño de su cargo, como los jueces. De allí que debería violentarse la Constitución, promoviendo su renuncia o remoción, en el supuesto de que la oposición triunfara electoralmente, a fin de colocar a un opositor en esa función”. 

“Y es que el supuesto requisito de pertenecer a la oposición se da de patadas con el carácter constitucional de inamovible del funcionario. Los cargos inamovibles tienen como requisito la idoneidad mientras que los cargos previstos para la oposición tienen como antecedente los resultados electorales”. agregó.
CONCLUSION Como conclusión de lo antedicho, insistimos en que la designación y promoción de……, son procedimientos que deben estar absolutamente extraditados de toda influencia partidista, sin participación de los sectores políticos, y en absoluta independencia de los otros poderes del estado.

Rubricamos íntegramente la opinión de que “si un pueblo pretende vivir en un Estado de Derecho y sus individuos desean gozar de cierto grado de seguridad jurídica y de libertad, para que sus libertades y derechos –incluidos los derechos e inversiones de los extranjeros- estén protegidos, debe garantizar la existencia ORGANISMOS DE CONTROL  imparcial, que garantice la estricta observancia de las leyes.- Esa imparcialidad sólo se consigue si EL FISCAL DE ESTADO son independientes. 
4.2. EL REQUISITO CONSTITUCIONAL DE IDONEIDAD

Todos los habitantes de la Nación están en un plano de igualdad para acceder a lo cargos públicos, siempre que reúnan las condiciones de idoneidad exigidas por la Costitución Nacional. 
En efecto, la idoneidad es la aptitud, capacidad o eficiencia que se integra por una pluralidad de elementos, entre ellos: la idoneidad técnica, la idoneidad física, e icluye, también, la idoneidad ética o moral. Esta última estriba en la inexistencia de antecedentes penales, esto es, haber tenido una conducta acorde con las pautas éticas vigentes.

Nuestro régimen constitucional es claro. No es válido designar o nombrar a alguien para un cargo público, que carezca de la idoneidad que ese puesto requiera.

 Se entiende que cuanto mayor sea la jerarquía del empleo o la función, mayor debe ser el grado de ética o moralidad a exigirse. 
Por todo lo expuesto, invito a mis pares a que me acompañen en la aprobación del presente proyecto de declaración.
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